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I. EL SISTEMA ANTÁRTICO
COMO RÉGIMEN OBJETIVO "‘

GABRIELA LILIANA ALONSO "“"

1. INTRODUCCION

Es el propósito de nuestra investigación la categoriza-
ción del sistema antártico como régimen oponible al resto

de la comunidad internacional, fortaleciendo con una tal de-
mostración los argumentos que propician su mantenimien-
to en las condiciones que actualmente contribuyen a tipifi-
carlo.

Inconcluso el debate acerca de la naturaleza del régi-
men jurídico calificante del Sistema antártico, un importan-
te número de Estados propicia el establecimiento de una

nueva normativa para el continente. La tendencia se bifur-
ca para atender. por u'n lado. las presiones de un grupo de

países -al que pertenecen los no alineados- que propugnan.
con intención inocultablemente económica. la declaración
del referido territorio como “patrimonio común de la huma-

nidad"; y por otro, los reclamos de diversos movimientos

ecologistas orientados a la transformación de la Antárti-

da en un parque mundial o reservorio de la humanidad.
Tales embates externos, de carácter continuado e intensi-
dad creciente, habiendo alcanzando aun cierta receptividad
en el foro de las Naciones Unidas. tornan insegura la conti-

nuación del Sistema tal como actualmente definen sus di-
versos instrumentos constitutivos. Aspecto éste que reco-

noce dos proyecciones fundamentales: en primer lugar,
cierta amenaza a las reivindicaciones de soberanía que sos-

tienen las Siete naciones reclamantes y, no menos alarman-

te, el quebrantamiento de los principios y objetivos que ci-
mentan el régimen, siendo hasta el momento el éxito de su

consecución unánimemente aceptado. Aun cuando ambos

grupos constituyen un preocupante frente para la continua-

ción del sistema establecido, la cuestión de su aceptación

° La responsabilidad por las traducciones del presente trabajo es Isu-

mida por su autora.
“ Secretaria de Redacción de la Revista "Lecciones y Ensayos".
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general por la comunidad internacional es. más allá de
aquel grave peligro latente, causa fundamental del senti-
miento de inseguridad de los Estados partes, lo cual revierte
en el grado de apertura y flexibilidad del_regimen mismo.
Como aspecto remarcable de la referida problemática. bien
que actualmente matizado en su gravedad y proyecciones,
se destaca la oposición de resistencias por parte de dichos
Estados en punto a la admisión de colaboración ofrecida
por organizaciones internacionales cuyas intenciones se

atribuyen a móviles politicos. diluyéndose de este modo po-
sibilidades incalculablemente valiosas de cooperación en el
área.

La superación de una tal problemática sería posible por
conducto de admitir que el sistema generado a partir del
Tratado Antártico ha derivado en la creación de un régimen
objetivo. consecuentemente oponible erga, omnes.

2. El. coucsno nn nachmns OBJETIVOS

a) Ubicación y descripción de la noción en estudio

Es norma básica en materia de derecho de los tratados

que sus efectos sólo se proyectan, en principio, a las par-
tes que quedan obligadas por sus disposiciones, en la inteli-

gencia de que es parte “un Estado que ha consentido en

obligarse por el tratado y con respecto al cual el tratado está

en vigor" (art. 2I 1.9'. de la Convención de Viena sobre el de-

recho de los tratados). Dicha regla, revistiendo entidad de

verdadero principio general de derecho, conocida en el
campo contractual desde el derecho romano -pacta terms
nec nocent nec prosunt- resulta recogida en el ordenamiento

antedicho por conducto de su art. 34: “Un tratado no crea

obligaciones ni derechos para un tercer Estado sm su con-

sentimiento"; norma que en derecho internacional reconoce

su ratio en la igualdad jurídica de los Estados. que los tor-

na recíprocamente soberanos e independientes '. Es así

como, respecto de aquellos Estados que no son parteen el

tratado, la ajenidad es la nota que los tipificacon relación al

aspecto efectua] por aquél consagrado: 'res inter altos acta

l Conl. Moncayo - Vinuesa- Gutierrez Posse. Derecho internacional

público. t. I. p. 122.
v

l'I. hcclonas y Erin-you.
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nec nocere nec prodesse potest’. La concurrencia de razo-

nes reputadas necesarias para el reconocimiento de excep-
ciones a la norma pacta tertiis ha sido objeto de una profu-
sa discusión doctrinaria, fundamentalmente en cuanto al

otorgamiento de derechos“. El supuesto -cuyo estudio al-

gunos autores proponen efectuar bajo la expresión de cuño
civilista: “estipulación a favor de terceros Estados"—‘ es

contemplado en el art. 36 de la Convención de Viena. norma

que reproduce los presupuestos cuya concurrencia impone
el art. 35 en materia obligacional, bien que cayendo el recau-

do formal de formulación escrita del consentimiento.

En el referido contexto temático de las “estipulaciones a

favor de terceros” es que la Comisión de derecho internacio-
nal (CDI) se abocó al análisis de un particular supuesto enla

tipología de los tratados: el de aquellos que establecen lo

que la doctrina internacional ha dado en llamar “regímenes
objetivos". Si bien esa misma doctrina. la jurisprudencia

1 La jurisprudencia internacional ha hecho repetida recepción de este

principio. Asi, la CPJX decidió en el caso "Chonow" (1926). entre Alema-
nia y Polonia: “Un tratado crea derechos solamente entre los Estados que
son parte contratante en él; en caso de duda. no se desprenden derechos a

favor de otros Estados. Los terceros Estados tienen el deber moral de abs-

tenerse de actos que puedan perturbar la aplicación de un tratado. pero si

se perjudican sus intereses pueden reclamar por via diplomática o si desco-

nocen sus derechos. hacer responsables a los Estados contratantes" (CPJI.
serie A. 7. p. 29. citado por Podestá Costa - Buda, Derecho internacional

público. t. 2, p. BB).
J El acotamiento obedece a que. en el plano obligacional. puede afir-

marse sin hesitación la unanimidad de criterio en punto a la inexistencia

de excepción a la norma en estudio. Lo dicho supone la siguiente aclara-
ción: un tratado carece de virtualidad para crear por sí mismo obligaciones
respecto de un tercer Estado. lo cual no empece a que dicho Estado acepte
la obligación. con lo que la fuente de ella revierte al consentimiento de

aquél‘ Tal es el sentido de la previsión del art. 35 de la Convención de Vie-

na sobre el derecho de los Tratados: “Una disposicion de un Tratado dara

origen a una obligación para un tercer Estado si las partes en el tratado tie-

nen la intención de que tal disposición sea el medio de crear la obligación
y si el tercer Estado acepta expresamente por escrito esa obligación". De

la reunión de los dos extremos requeridos por la norma citada —la inten-

ción de las partes de que una disposición del Tratado genere la obligación
en cuestión y la aceptación erpresa. bajo el requisito formal estricto de ser

formulada por escrito- se desprende el perfeccionamiento de un nuevo

acuerdo de caracter colateral entre las partes y el tercer Estado. En tal

sentido: “Estamos frente a un nuevo ‘Tratado' que, por sus caracteristicas.

quedaria también dentro del ámbito de la Convención" (Moncayo - Vinue-

sa - Gutiérrez Puse. Ibidem).
i En el sentido indicado. Podestá Costa - Buda, op. cit.. p. 91 y si-

guientes.
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intemacional y la práctica estadual no ofrecen una profu-
sión de elementos que sirvan de guia para establecer una

noción unívoca de “régimen objetivo". así como la deter-
minación de la materia que dicha expresión comprende y la
discriminación de cuáles pertenecen al derecho de los tra-
tados por ser efectos de éstos y cuáles otros a distintas
ramas del derecho internacional, cualquier estudio de tan

particulares situaciones no puede prescindir de la inicial de-
limitación de un concepto liminar que ofrezca un punto de
partida al análisis, bien que sea susceptible de revisión a lo

largo del trabajo. En tal entendimiento. y tomando la defi-
nición propuesta por Sir Humphrey Waldock, un régimen
objetivo e aquel que responde al propósito de “crear, en in-
terés general, obligaciones y derechos relativos a una región
determinada, Estado. territorio, localidad, río. vía de agua, o

una región determinada del mar, fondo marino y espacio
aéreo; siempre que se incluya entre las partes cualquier Es-
tado que tenga competencia territorial con respecto al obje-
to del tratado, o que tal Estado haya consentido a la disposi-
ción de que se trata".

Supuestos a los que un sector de la doctrina suma el de

tratados que vienen a crear un nuevo sm'eto de derecho in-

ternacional °. La tipología que nace bajo la égida de este

concepto es, como la definición transcripta permite inferir,
amplia y matizada. Asi, se señalan como proyecciones del
tema los tratados que establecen un estatuto político y terri-

torial. los tratados que garantizan la libertad de navegación
en rios internacionales o establecen zonas marítimas y te-

rrestres de uso común, los tratados aplicados a materias de

comunicación internacional, los tratados de garantia y asis-

tencia mutua y. muy particularmente. los tratados que dis-

ponen la neutralización y desmilitarización de determina-

dos territorios y zonas.

Luego de esta aproximación conceptual y sumariarnem
te aplicada de la temática en estudio, corresponde precisar

el alcance del término “objetivo”. calificativo éste al que
en el léxico jurídico suele apelarse para designar la materia

sobre la cual recae un derecho, en contraposición con el su-
jeto titular de él. No es este aspecto, sin embargo, el aludi-
do por la expresión referida, sino el relativo a la amphtud o

extensión de las consecuencias del tratado. En efecto, afir-

5 Yearbook of the International Law Commission. 1964. vol. II. p. 26-27.

° Moncayo - Vinuesa - Gutiérrez Posse, op. cit., p. 124.
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mar el carácter objetivo de un régimen importa tanto como

decidir el carácter absoluto de su oponibilidad, en tanto las

obligaciones y derechos que crea resultan válidos ergo om-

nes. Un sector de la doctrina llega a erigir las consecuen-

cias de la referida oponibilidad como el rasgo fundamental
calificante de los regímenes objetivos, extremando la formu-
lación en grado tal que llega a propugnarse la sustitución de
dicha expresión por la de “tratados que prevén un régimen
general de derechos reales"". Similar criterio recoge Lord
Mc Nair en su análisis de aquellos tratados que propone de-
nominar “dispositivos”; esto es, los que declaran, crean o re-

gulan derechos reputados permanentes, entendiendo este
último término como indicador de una cualidad de la que su

titular no puede ser privado contra su voluntad 3. Frente al

propósito de determinar la situación legal de esta categoría
de tratados en tiempo de guerra, señala lo ocioso de inqui-
rir acerca del efecto que la situación bélica opera sobre el
acuerdo internacional mismo, adquiriendo en cambio carác-

ter prioritario la cuestión acerca de cómo el derecho o el
“status” creado o regulado por el tratado es afectado por di-
cha situación. Es así -como afirma: “el derecho, una vez

creado, adquiere una existencia independiente del tratado

y, por lo mismo, también del destino final de aquél. En al-

gunos casos, si bien no en todos, el tratado ha creado dere-

chos in Tem o derechos correspondientes al status, y no me-

ros derechos in personam”.
Ahora bien: definido el concepto y resaltado su carácter

básico, corresponde la enunciación del fundamento por el

cual viene a reconocerse a los tratados de “régimen objeti-
vo" efecto in detrimentum tertiis, esto es, la ratio por la que
los terceros Estados adquieren derechos o quedan obliga-
dos en virtud de aquéllos. En primer lugar, cabe poner de

manifiesto la inexistencia de univocidad en cuanto a la

formulación de tal fundamento. Así, Sir Gerald Fitzmaurice,
tercer relator sobre el derecho de los tratados, señaló en su

cuidadoso informe de 1960. que la excepción que en el caso

7 En tal sentido. Paredes, en la discusión de la CDI sobre el derecho

de los Tratados: “Esto de los derechos reales tiene en las legislaciones y en

la jurisprudencia un significado definido desde hace largo tiempo. Son

los derechos que se tienen sin referencia a determinada persona; puede de-

cirse que están incorporados y rigen a la materia u objeto del negocio". Na-

ciones Unidas. Anuario de la CDI, 738° sesión, 4 jun. 1964, vol. I, p. 102.

U Lord Mc Nair, The law of treoties. p. 530-543.

9 Lord Mc Nair. op c-il., p. 542.
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se reconoce a la regla pacta. tertiis es directo corolario del
de respeto a los actos licitos, válidos y legítimos,

fbrmulaciún a la que no es ajena la invocación de‘ otro prin-
cipio basico. el de intangibilidad de derechos adquiridos
(por otros Estados). Por su parte. Jiménez de Arechaga
considera que el deber de respetar situaciones de hecho o

de derecho establecidas por tratados legítimos y válidos no

es una norma del derecho de los tratados sino una conse-

cuencia del. principio de no intervención y. aun, un corolario
del principio de confluencia 1°. A los efectos de sistemati-
zar los diversos criterios expuestos por la doctrina, además

de las opiniones ya reseñadaa -no por aisladas menos váli-

das-. habrá de considerarse un trípode de posibilidades con

virtualidad de justificar el excepcional apartamiento del

pacta tertiis. La primera posibilidad es que el tipo de tra-

tado en estudio posea, bien por su naturaleza. bien por el

procedimiento seguido para su conclusión, un carácter se-

milegislutiuo que lo torne oponible ergo omnes. El criterio
ea aceptado por Guyer en el más acotado contexto de su

análisis del art. 10 del Tratado Antártico. respecto del cual

afirma: “Hasta cierto punto podría concluirse que las facul-

tades que confiere el Tratado han generado una potestad le-

gislativa respecto de la región y que en consecuencia el art.

10 no sólo es legal sino asimismo legítimo" ".

Concordantemente Mc Nair. para quien “existe una

cierta clase de tratados.-.. que posee un efecto semilegislati-
vo, de modo que la operatividad de sus disposiciones puede
extenderse más allá de las partes contratantes y afectar a

‘terceros Estados’
"

1'.

En firme rechazo del criterio expuesto, sostiene Ruda

que atendiendo a los principios sobre los que se basa la ac-

W Naciones Unidas. Anuon'o de lo CDI. vol. l. p. 105.

“ Guyer. R. E.. The untar-tic sueltan. en "Hague Recueil". 1973. 139.

p. 224-225.
I

1' Lord Mc Noir. op. cit.. p. 312-313. El autor ilustra su‘afirmacmn
con un significativo informe relativo a la neutralizaclón del terntono sueco

(Report of the Low Oficen of the Crown. con fecha ¡a _may. 1859) del que
tnnacrihlrnoa au parrafo fundamental: “El moderno origen de la neutrali-

dad de Suecia. parece residir en la Declaración de los ocho Estados firma-
da en Viena el 20 de marzo de 1815...: en la cual laa partes estipulantea de-

clararon que el 'interea general' (de Europa) requería el reconocimiento
de una perpetua neutralidad en favor de Suiza. al propio tlempdque hicie-

ron explicita la decision de elaborar un Acta que vinieae explícitamente a
garantizar por porte de la totalidad de lo. Estados lo perpetua. neutrali-

dad dc Suecia en el marco de nu nuevas frontera! .
.
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tual etapa de evolución de la comunidad intemacional, adop-
tar una explicación basada en los efectos semilegislativos
de un tratado sería tanto como consagrar una solución im-

posible ¡3. La segunda posibilidad anticipada implicaría
considerar que los terceros Estados resultan obligados por
un régimen de tipo consuetudinario. Y por fin, conforme al
tercer criterio. cabría sostener que el consentimiento de los
terceros Estados, y sólo él, es la base de sus derechos y obli-

gaciones. Del cotejo de la segunda y tercera hipótesis fomu-
ladas surge el sentido y la conveniencia que revestiría una

norma especial sobre tratados de régimen objetivo, norma

que la CDI no cristalizó en artículo alguno, en la inteligen-
cia de que el art. 35 de la Convención de Viena sobre trata-

dos que prevén derechos para terceros Estados proporciona
base suficiente para el válido establecimiento de derechos y

obligaciones oponibles erga omnes. junto con la previsión
del art. 38 sobre normas que llegan a ser obligatorias para
terceros en virtud de una costumbre internacional ¡4. Omi-
sión que, a nuestro criterio, no ha sido afortunada, desde

que el objeto de una norma expresa sobre la materia no se-

ría otro que el de acelerar la consolidación de un tratado

como parte del orden jurídico internacional, contribuyendo
así a su desarrollo progresivo, sin tener que aguardar el más

largo y lento proceso de la formación de una regla consuetu-

dinaria de derecho internacional.

Se han analizado hasta aqui concepto, caracteres bási-

cos y fundamento de los llamados ‘Tegímenes objetivos".
estadio descriptivo que habrá de cerrarse con la enuncia-

ción de un presupuesto de aquéllos, y una explicitación de

lo que a nuestro juicio constituye el argumento subyacente
que viene a explicar la diáspora de resistencias que a la no-

ción se oponen. Con respecto al anticipado presupuesto,
sólo tratados de carácter particular pueden establecer un

régimen objetivo, para lo cual es condición esencial que las

partes tengan una cierta competencia especial en la mate-

ria '5. Aspecto éste que se revela competente en materia de

la Naciones Unidas, Anuario de la CD1. vol. I. p. ¡04.

N El argumento dado para justificar tan relevante omisión se hmdaba

en que “una norma que reconociera la posibilidad de crear directamente

por un tratado regímenes objetivos tendría escasos perspectivas de obtener

general aceptación". Conferencia de las Naciones Unidas sobre el derecho
de los Tratados, Documentos oficiales. Documentos de la conferencia. p. 54.

¡5 Conf. Sir Humphrey Waldock. relator especial, Naciones Unidas.
Anuario de la CDI. vol. l. p. lOl.
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tratados que establecen un régimen jurídico a aplicar a un

espacio dado. cuya oponibilidad debe decidirse teniendo en

cuenta si las partes contratantes tenian jurisdicción sobre el

espacio reglada con anterioridad a la conclusión del acuer-

do internacional “L
'

Se anticipó la existencia de un argumento subyacente al
rechazo de la noción de regímenes objetivos por la mayoría
de la doctrina internacional, objeción que se tomara sin em-

bargo palmaria en la discusión de la CDI, y que puede con-

densarse en el siguente razonamiento: tomando en cuenta

que la noción de “regímenes objetivos" ha sido utilizada

para imponer determinadas condiciones a Estados peque-
ños cuando la igualdad soberana de los Estados no era prin-
cipio básico del derecho internacional, es de temer que los
Estados vean en ella una eliptica aprobación de la legisla-
ción de facto o del gobierno del mundo por las grandes po-
tencias". En atención a lo expuesto. cabe concluir que el

punto resistido por la doctrina internacional reside menos

en la noción de “regímenes objetivos" en sí. que en el funda-

mento político que otrora los justificara.

b) El sistema. untar-tico como proyección del concepto
de régimen objetivo.

Se entiende por desmilitarización el régimen de deter-

minado territorio que estipula la prohibición total o parcial

1° Conf. Moncayo -' Vinuesa - Gutiérrez Posse. op cu. p. 124-125. El

criterio de los citados autores. que hacemos nuestro. se basa en un razona-
miento de incontestable claridad: teniendo las partes contratantes Jurisdic-
ción sobre el espacio en cuestión en la oportunidad señaladanno eiustu'ia

óbice para acordar el regimen a aplicar. desde que es proyección de la so-

beranía estadual la competencia de dictar la normativa jurídicalvalldapara

todos y cada uno de los espacios que se hallen bajo su jurisdicmón._ Tal

régimen. por tanto. seria oponible a la comunidad internacronsl. Sl, en

cambio. carecieran de jurisdicción, la obligación a cargo de aquella sólo
podría reconocer como fuente una norma consuetudmana posterior. de la

que el Tratado constituyera su antecedente.
¡7 La relevancia del tema justifica su ilustración con las argumenta-

ciones esgrimidas en el seno de la CDI que consideramos más relevantes.
Así. Jiménez de Arecha'ga: “Es significativo que casi todos los elemplos de

‘arreglos intemacionales' que dan tratadistas como. Rousseau y Mc Nair es-

tén tomados de las medidas adoptadas por el concierto europeo en el siglo
mc... La Comisión no puede ratificar una fórmula que podria servu' de

base para resucitar una situación que pertenece ya al pasado . Y la con-

tundencia de Paredes: "La estructura total del artículo (se refiere al que en

el proyecto de la CDI contemplaba el supuesto de :l'ratadoaque prevén re-

gímenes objetivos) induce a suponer que se deja libre el camino para que
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de mantener en él tropas y armamentos. así como de cons-

truir bases y fortificaciones militares, en tiempo de paz. La

neutralización, por su parte, alude al régimen de un territo-
rio que prevé la prohibición de operaciones militares en zo-

nas especificadas o la utilización de ellas como base para
hacer la guerra". Ambos conceptos han sido referidos en

un estadio anterior de nuestro trabajo como supuestos ar-

quetípicos de la noción de “regímenes objetivos". Ambos.
vienen a calificar el aspecto medular del régimen jurídico
del continente antártico. régimen cuya piedra angular es el
Tratado de Washington de 1959. acuerdo de carácter “mar-

co” al que armónicamente se integran tres nuevas Conven-

ciones”, asi como la multiplicidad de resoluciones y reco-

mendaciones aprobadas en el seno de las quince reuniones
consultivas celebradas hasta la fecha.

De este modo, se ha generado un régimen internacional,
entendiendo por tal el ordenamiento de-una serie de princi-
pios, normas, reglas y procedimientos que proporcionan la
estructura jurídica para la actividad común en la Antartida”.

Los principios orientadores del sistema son fundamen-
talmente dos: la exclusiva dedicación del continente a pro-

pósitos pacíficos (lo cual viene a excluir específicamente el
establecimiento de bases militares y fortificaciones, la reali-

zación de maniobras militares y la prueba de cualquier tipo
de armas) y la promoción de la cooperación internacional en

la investigación científica. Por su parte, el sistema antárti-

co es recorrido por un número importante de normas gene-
rales de comportamiento. la mayoría de las cuales deriva de

los referidos principios, al tiempo que contribuye a imple-
mentarlos. Normas fundamentales son las consagradas en

los arts. 2. 8 y 11 del Tratado Antártico, las que aseguran el

franco acceso al continente así como la resolución pacifica

las potencias que se creen llamadas a legislar sobre el mundo impongan la

conducta a los demás". Naciones Unidas. Anuario de la CDI. vol. l. p. 105

y 107.

¡9 Conf. Tunkin. Grigori. Curso de derecho intemacimml, libro 2. p. 17.

1° Se trata de la Convención para la conservación de las focas ¡maru-

cas (1972, vigente desde 1978); la Convención sobre le conservación de los

recursos vivos marinos antárticos (1980. vigente desde 1982) y la Conven-

ción sobre recursos mineros antárticos, firmada en Wellington en junio de

1988. que quedó abierta a la firma desde el 25 de noviembre del año pasado
y que ya ha sido firmada por quince paises entre los cuales se encuentran

Chile. Brasil y Uruguay.
1° Conf. Peterson. M. J.. Managing thefrozen south. p. 41.
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de eventuales disputas. bien que la más significativa provi-
sión normativa es la del art. 4 del Tratado. disponiendo la
congelación de controversias de soberanía durante el tiem-
po -y bajo la condición- de su vigencia. En punto a lo que
hemos llamado reglas del sistema. se trata de una serie de
disposiciones aplicables a situaciones especificas que vienen.
por tanto. a conferir mayor estabilidad a las normas antedi-
chas. Entre las que revisten carácter calificante del siste-
ma. citamos la del art. 9 del Tratado, fundamental por esta-
blecer la existencia de un grupo de coordinación (las “partes
consultivas”) facultado para mantener reuniones periódicas
para el intercambio de información. consulta y la elabora-
ción de reglas ulteriores sobre actividad en la Antártida; y la
del art. 5.1, que veda las explosiones nucleares y la intro-
ducción de desechos y materias fisibles en su territorio.

Con igual jerarquía. se establecen asimismo tres meca-

nismos que podrían describirse como de ejecución intraco-
munitaria de las reglas: inspección, notificación previa de
actividades que el Tratado especifica (art. 7.5.) e intercam-
bio cientifico. Asimismo. el art. 10 del referido ordena-
miento, particularmente relevante para nuestro tema, con-

templa la problematica de la oponibilidad erga omnes del

Tratado con relación a sus propósitos y principios. Por fin,
el art. 3 contiene un cierto número de reglas orientadas a

promover la libertad de investigación y la cooperación cien-

tificas. Para concluir. el sistema establece una serie de me-

didas procedimentales para situaciones particulares. A tl-

tulo ilustrativo. pueden citarse aquellas que deciden las

condiciones de operatividad de cualesquiera modificacio-

nes del Tratado de 1959, o las que guían las deliberaciones

de las partes consultivas.
_ _

Hemos considerado necesario este examen sumario mas

estructuralmente minucioso del sistema para evitar dogma-
tismos en nuestra conclusión en el sentido de que dicho_ré-
gimen. en su carácter de plexo normativo integral. constitu-
ye a la Antártida en una zona neutralizada, desmilitarizada y
desnuclearizada. revistiendo. por lo mismo, caracter Objeti-
vo, con su básico corolario de absoluta oponibilidad. Idén-

tica solución permite inferir el debate en el seno de la CDI

en 1964, por conducto de la opinión concordante de la ma-

yoría de sus miembros. Así. dice Sir Humphrey Waldock:

“Aunque las partes incluyeron en el Tratado una cláusula
de adhesión, a fin de permitir que otros Estados_se adhieran
a él. existia una clara intención de crear un regimen objeti-
vo para el continente Antártico... Por cons1gurente,ser1a
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inadmisible que cualquier Estado que no sea parte en ese

Tratado pretenda que laAntártida es una res nullius".

Igualmente, ’Iïmkin: “La Antártida es de interés para to-

dos los Estados: algunos han aducido títulos a la soberanía

territorial. pero otros muchos no han reconocido tales preten-
siones... la intención fue crear un régimen que pudiera ser

aceptado universalmente” 2‘.

Fuera del marco de la CDI, Dupuy arriba a la misma
conclusión como resultado de cuestionar si la determina-
ción del régimen jurídico aplicable a una región debe que-
dar en manos de los Estados interesados en ella por un títu-

lo cualquiera. geográfico o histórico. o si la discusión debe
en cambio extenderse para abarcar a todos los miembros de
la comunidad internacional.

Y responde: “En lo que concierne a la Antártida, la solu-

ción restrictiva ha prevalecido”“. El reconocimiento,
pues, del sistema antártico como régimen objetivo surge
con carácter claramente mayoritario de la más heterogénea
doctrina internacional 1’. Ahora bien: fundada la existencia
de un tal régimen objetivo, se impone, sin embargo, la con-

firmación de su validez, lo que se hará a la luz de las dos po-
sibilidades aludidas en el precedente apartado. La primera
de ellas impondrá como presupuesto la jurisdicción de las

partes contratantes sobre el espacio reglamentado con ca-

rácter previo a la conclusión del tratado "marco" de 1959.

Creemos que no es éste el supuesto en que se inscribe nues-

tro tema. En primer lugar, ello se desprende con claridad

de la existencia de partes contratantes que no son reclaman-

tes, o que lo son tan sólo en grado potencial. Con respecto
a las siete naciones reclamantes, sus reivindicaciones son.

1' Naciones Unidas, Anuario de la CDI, vol. l, p. 110-113.

11 Dupuy. René-Jean. Le traité sur l'Antartique, AFD], 1960-111 a

122. Completando su afirmación, concluye: “Resulta pues que sólo deci-
dirán sobre la vida jurídica del continente austral aquellos Estados que ha-

yan contribuido de manera sustancial a su vida cientifica".
1‘ A más de los ya citados, Mr. Phleger. Department of State, The an-

tartic treaty, Committee on Foreing Relations. Senate, 2'“i Seas, 1960, 42-43

y A. van der Essen. L'Antartique et le droit de la mer, 1975, en “Iranian Re-

view of International Affairs". citados por Auburn, F. M.. Antartic Law and

politics, Bloomington, Indiana University Press, 1982, p. 117. Carreau,
Dominique, Études internationales, Pedone, 1986. n° l, p. 143, citado por

Moya. María Teresa del F... Perspectivas que presenta la situación antarti-

ca, ponencia presentada al X Congreso de la Asociación Argentina de De-

recho Internacional. Bs. A5.. 9-11 nov. 1989.
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en ciertos casos. parcialmente superpuestas. siendo que
ningún tribunal internacional ha decidido sobre la disputa
de soberanía en el territorio en cuestión, y cada Estado in-
volucrado ha continuado interpretando los principios rele-
vantes de derecho internacional de acuerdo con sus propios
intereses“. Convenido lo primero, cabe analizar nuestro

supuesto a la luz de una segunda posibilidad que. creemos,
le da cabida: careciendo algunas partes contratantes de ju-
risdicción. la obligación a cargo de la comunidad interna-
cional puede reconocer como fuente una norma de derecho
consuetudinario de carácter posterior. de la que las dispo-
siciones del tratado “marco” obren como antecedente. Di-
cha norma sería obligatoria para los terceros Estados por el
hecho de su aceptación como costumbre internacional, bajo
la condición subjetiva de ein'stir conciencia de obligatorie-
dad (concordantemente, art. 38, Convención de Viena sobre
el derecho de los tratados). Por esta segunda posibilidad
se ha expedido asimismo el relator especial de la CDI en

1964, Sir Humphrey Waldock, en los siguientes términos:

“Si la Comisión suprime el art. 63 (en el Proyecto de la CDI,
tal era la numeración de la norma que se proponía en mate-

ria de regímenes objetivos), esa clase de situación quedaría
regulada por la costumbre, que es de por fuerza un proceso
más lento... como en los casos del Tratado Antártico y el

Tratado de Estado de Austria"“.

3. LA onurmnm DBL coucano “¡saunas oma'nvos"

Los sucesos internacionales. lógico es, marchan por de-

lante del derecho. que retarda por tanto su respuesta en un

intento de acomodación a las proyecciones que aquéllos
aparejan. Ello se traduce en no pocos casos en la einsten-

cia de vacíos jurídicos respecto de problemáticas específi-

cas. de las que la norma jurídica debe hacerse cargo para
evitar lo que sin excesos cabría denominar sntuacrones m-

ternacionales de indefensión. Ahora bien: no es menos

3‘ Contrariamente. alguno. autores entienden que la participación.de

los Iiete Estados reclamante: de soberanía permitió la automatica creación
para el continente antártico de un status intemcional decai-actu- Objeüvo.
lo que importa tanto como desestimar el dato de la partierpauónde Esta-

dol no reclamantee. En el sentido indicado. Moya. op. ctt.. p. 5-6.

15 Naciones Unidas. Anuario de la CDI, vol. l. p. 113.
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cierto que, en tantos otros supuestos, la laguna jurídica no

es corolario del comprensible asincronismo entre el devenir
de los sucesos y su recepción legal. sino del inmenso cúmu-

lo de resistencias que a dicha recepción con tanta frecuen-
cia se opone. Éste es. a nuestro juicio y por las razones a

las que ya aludiéramos. el dato que permite explicar la reti-

cencia o aun franca oposición desde la que se encara nues-

tro tema. Por ello es que esta segunda instancia de la in-

vestigación cobra carácter de vital importancia, siendo que
su objetivo se orienta a la comprobación del fenómeno teó-

ricamente formulado y a igual nivel descripto, dependiendo
por tanto de ello la afirmación de su operatividad en la vida

jurídica internacional.

Procederemos para la consecución de tal propósito a

la verificación del concepto que nos ocupa en tres planos di-

versos: la referencia a los episodios internacionales más no-

torios que tomaron palmaria la existencia y justificación de

los regímenes objetivos, un relevamiento de doctrina inter-
nacional sobre el tema y la consideración de los más recien-

tes tratados internacionales que recogen y reflejan la noción
en estudio.

El análisis propuesto desde el plano fáctico de los suce-

sos internacionales se basará en el que puede calificarse

como más paradigmático supuesto de regímenes objetivos:
el afiaire de las Islas Aaland, pertenecientes a Finlandia y
desmilitarizadas en 1856. para lo que se tomará como docu-

mentación básica el Informe de la Comisión Internacional

de Juristas a la que el Consejo de la Liga de las Naciones en-

comendara la tarea de brindar una opinión consultiva sobre

los aspectos legales de la cuestión 1°.

La problemática especifica a que se hará alusión en el

más amplio marco de una disputa cuya explicación política
desbordaría el objetivo de nuestra investigación, se proyec-
ta al análisis que en 1920 se efectuara respecto de la vigen-
cia de la Convención y el Tratado que habían sido concluidos
el 30 de marzo de 1856. así como del particular carácter de

1° League of Nations. Official Journal. special supplement n° 3. oct.

l920. p. 3-19. La disputa entre Suecia y Finlandia procedía de una situa-

ción de facto originada en la transformación politica de las Islas Aaland,
transformación causada por y proveniente del movimiento aeparatiata de

sus habitantes. que invocaban el principio de autodeterminación nacional

asi como ciertos eventos militares que acompañaron y siguieron a la sepa-

ración de ñnlandia del imperio ruso. en un tiempo en que Finlandia no ha-

bla aún adquirido el carácter de Estado definitivamente constituido.
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sus disposiciones. La Convención aludida. reconociendo
como partes a Francia y Gran Bretaña, por un lado. y a Ru-
sia, por el otro, disponía en su art. 1° que:

"Las Islas Aaland no serán fortificadas, y ninguna base
militar o naval se mantendrá o creará en la zona""'.

Dicha disposición. como la Convención toda, resultaron
incorporadas al Tratado General de Paz firmado en París el
mismo 30 de marzo. Reavivada en el siguiente siglo la dis-
cusión en punto a la vigencia de la cláusula de desmilitari-
zación debido a la construcción de fortificaciones que em-

prendiera Rusia en las islas durante la primera gran guerra.
se debatió la posición de Suecia y su eventual derecho a in-
vocar la previsión impeditiva de 1856 1'. Ésta es la instancia
del análisis de la Comisión que se proyecta en nuestro tema:
estableciendo que la intención de las partes en la Conven-
ción habia sido la de tornar el régimen de desmilitarización
de las Islas Aaland en “derecho europeo". concluja la referida
Comisión: “En realidad los Estados, en sucesivas ocasiones
desde 1815 y particulannente con motivo de la conclusión de
tratados de paz. han tratado de crear verdadero derecho

objetivo, un real status político cuyos efectos se sintieran
más allá del círculo inmediato de las partes contratantes"".

A renglón seguido. y estableciendo la posición de Sue-

cia. se determinaba que. careciendo aún dicho Estado del

carácter de parte signataria y no habiendo invocado even-

tuales derechos desprendidos de la Convención y el Tratado

de 1856 en favor de terceros Estados, podía sin embargo exi-

gir el cumplimiento de sus disposiciones. en razón de la na-

turaleza. objetiva del acuerdo a que se arribara en tales ins-

trumentos respecto de las Islas Aaland 3°.

Luego de este examen detenido de un arquetlpico caso

de régimen objetivo. pasamos simplemente a enunciar otros

diversos supuestos que importan idéntica recepc16n de la

¡7 Transcripto en el Informe de la Comisión de Juristas. p. 15.

¡3 Suecia sostenls la teoria basada en la idea de que la Convenciónde

1856 habia creado una "servidumbre real" respecto del territorio insular

objeto de la controversia. opinión avalada por el criterio de varios eminen-

tes juristas. mas no por los integrantes de la Comisión ad hoc.

1' Informe de la Comisión de Juristas. p. l’l.
i

3° En el mismo sentido y concluyendo su informe. refería la Comi-

sión: “Estas disposiciones (las de Convención y Tratado de 1856) aleron es-

tablecidas en interes de Europa. constituyendo un particular status inter-
nacional bassdo en consideraciones de carácter militar para el territorio de

las Islas Aaland" (p. 19).
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noción en estudio. Así, la desmilitarización y neutraliza-

ción del archipiélago de Spitzberg conforme al Tratado de
París de 1920; la neutralización del Canal de Suez en virtud
de la Convención de Constantinopla de 1888 3‘; la neutraliza-
ción de Bélgica y Luxemburgo y el mecanismo para la so-

lución pacífica de las controversias internacionales contem-

plado en la I Convención de La Haya de 1899 3’.

La verificación del concepto de "regímenes objetivos"
se traslada ahora al segundo de los planos aludidos, el de la
doctrina internacional que hace recepción de dicha idea.
Conscientes de las incursiones que en ese plano efectuara-
mos en estadios anteriores de la investigación -incursiones

que reputáramos entonces insoslayables- y a los efectos de
evitar ociosas reiteraciones. enriqueceremos los criterios ya
reseñados con dos particulares construcciones, tipificantes
de la obra de sendos especialistas en derecho internacional,
Lord Mc Nair y Max Sorensen. Respecto del primero, ya
se ha hecho referencia a su teoría de los tratados llamados a

aplicarse in Tem frente a todo el mundo, acuerdos que califi-

ca asimismo como “dispositivos” o "reales". Más adelante,
estudiando los efectos de las instancias bélicas sobre las

partes contratantes, construye un nuevo concepto. deriva-
ción de los regímenes objetivos que nos ocupan: el de trata-

dos multilaterales que constituyen un régimen, status o sis-
tema internacional, respecto de los cuales observa: “Resulta

ser el punto de vista del Gobierno del Reino Unido que (el
referido tipo de tratados) posee una cualidad de permanencia
que les permite sobrevivir a una guerra". Sentado lo cual,
ejemplifica con la neutralización o internacionalización de

todo o parte del territorio de un Estado 33.

Similar razonamiento es el que ofrece Max Sorensen, en

el estudio de los que denomina “tratados localizados": “Un

tratado Localizada o dispositivo tiene el efecto de conferir al
territorio una condición legal que se pretende habrá de ser

permanente, y que es independiente de la personalidad del

Estado que ejerce la soberanía”. Enunciado el concepto,
pasa a ilustrarlo con los tratados que regulan límites territo-

riales, establecen regímenes ribereños y crean obligaciones
similares a las servidumbres“.

3| Ambos supuestos citados por Tunkin. op. cit.. p. 17.

33 Citado por Lord Mc Nair. op. cit.. p. 547.

33 Lord Mc Nair, Ibidem.

34 Sorensen. Max, Manual de derecho internacional público. p. 303.304.
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El tercer y último plano desde el que habrá de compro-
barse la existencia y operatividad de las “situaciones objeti-
vas” es el de lo más recientes acuerdos internacionales que

recogieron la noción. lo que cerrará el circulo que habrá de
trasladamos nuevamente a la consideración del sistema an-

tártico. esta vez, en aras de la verificación de su aceptación
general. El más actual de los tratados que consideraremos
es el Tratado de 1970 sobre la desatomización de los fon-
dos marinos y oceánicos. régimen basado en la parcial des-
militarización del lecho del mar y su subsuelo fuera de los
límites de la jurisdicción nacional. Similar espíritu anima
al Tratado de 1967 sobre los principios que deben regir las
actividades de los Estados en la exploración y utilización

del espacio ultraterrestre, incluso la Luna y otros cuerpos
celestes. También se prevé, pues. la desmilitarización par-
cial del espacio cósmico,- prohibiendo colocar en órbita alre-

dedor de la Tierra cualquier objeto portador de armas nu-

cleares o todo otro equipo de armas de destrucción en masa,
así como la instalación de tales armas en el espacio ultrate-

rrestre en cualquier otra forma.

El análisis de la estructura del sistema. antórtico consti-

tuyó el cierre 'del primer capítulo. Corresponde en este

punto, pues, tener por cierta su. eficacia por vía de la demos-

tración de su aceptación general, para lo cual se sistematiza-

rá la enunciación de los más relevantes indicadores del modo

siguiente:

1) El número de Estados partes del Tratado Antártico

-originariamente doce- ha experimentado un aumento no-

table, llegando a totalizar treinta y nueve miembros. Un

estudio comparativo del proceso de adhesiones revela que

en el primigenio estadio de vigencia del Tratado. la incorpo-
ración de nuevos Estados fue francamente lenta. retardo

que comenzó a revertirse en relación de proporcionalidad
directa al número creciente de temáticas de primer orden

que atraian la atención de terceros Estados, hasta entonces

indiferentes al régimen. recogidas en las convenciones y .re-
comendaciones que venían a completar el acuerdo mICIal,
de carácter "marco". Todo lo cual viene a indicar el afian-

zamiento del sistema como régimen estable u.

¡5 El siguiente cuadro ilustra el número de ingresos anualmente ope-

rados. lo que permite vincular los periodos de mayor adhesión con aconte-
cimientos relevantes. como la firma de la Convención de los recursos vwos
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El incremento operado en el último quinquenio revela
la confiabilidad del sistema frente a la comunidad intema-

cional, pudiendo extrapolarse una no menos fundamental
conclusión: la comprensión de que él no consagra un club

hermético, sino abierto a los demás Estados de la comuni-
dad internacional, bien que en el marco de las condiciones

que fija 3°.

2) Otro dato relevante. desprendido del anterior, es la

heterogeneidad de los treinta y nueve Estados partes, entre

los que se cuentan naciones desarrolladas y no desarrolla-

das, representantes del extremo Norte y del Sur, y del Este

y el Oeste. Contemplado en conjunto el número de miem-
bros del sistema. se aprecia la importancia de su poder po-
litico y económico. tomando en cuenta la inclusión de las

dos superpotencias y de ocho países con alto grado de in-

dustrialización. Un nuevo relevante indicador surge de

considerar que la totalidad de Estados partes representa
más de dos tercios de la población mundial 3".

3) El Tratado “marco” de 1959 se ha expandido por con-

ducto de tres nuevas Convenciones y múltiples resolucio-

nes y recomendaciones, con lo que un más rico y extenso

contexto jurídico garantiza a la comunidad antártica el de-
sarrollo de actividades en el continente.

4) El éxito en la consecución de los principios y objeti-
vos del sistema es aceptado sin reservas. fundamentalmente

en el aspecto de preservación del bien jurídico superior que

comp'orta el mantenimiento de la paz en un área del mundo

potencialmente explosiva. Unánime es también el recono-

marinos antárticos. las crisis energéticas y. en el último periodo. la proxi-
midad de 1991.

1961: l 1967: l 1975: l 1980: 1 1933: 2 1931: 4

1962: l 1971: l 1978: l 1981: 3 ¡984: 4 1988: l

1965: l 1974: l 1979: l 1982: 1 1986: l 198991

La información referida ha sido recogida del trabajo de Diaz de Gar-

cía. Luciana, El tratado antártico: altemativas a partir de 1991, X Congre-
so de la Asociación Argentina de Derecho Internacional.

3° Concordantemente Moya. op. cit., p. 7. En una anterior fase de su

trabajo. la citada autora refiere como invariable crítica por parte de los de-

tractores del 'h'ntado la de que este da lugar a la formación de un “Club

caro" y. por lo mismo. discriminador (critica por su parte basada en lo que
se califica corno requisito económicamente exigente del Tratado, en tanto

exige como presupueto para el acceso al sistema la demostración de un

efectivo interés científico en la Antártida).
17 Conf. Diez de García. op. cin, p. 5.
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cimiento a la labor cientifica concretada. reconocimiento
cuyo significado maximiza el interés de la humanidad por la

preservación del medio ambiente global y el desarrollo am-

bientalmente adecuado.
.

Sistematizados del modo expuesto los más significati-
vos indicadores de la generalizada aceptación del régimen
jurídico antártico —que confirma en el aspecto de oponibili-
dad su carácter objetivo- cabe destacar por fin que tal acep-
tación no se circunscribe o agota en el reconocimiento de
los principios del Tratado “marco”. sino en la integralidad
del plexo normativo que completa con aquél el sistema apli-
cable al continente. Este aspecto fundamental es oportu-
namente destacado por Rosenne en el seno de la CDI: “...los

Estados que, beneficiandose sin ser partes de las facilida-

des brindadas por el régimen, quedan obligados a cumplir
todas la disposiciones que forman parte válidamente del
mismo y no sólo las contenidas en el propio Tratado"“.

4) Coucwsrons
‘

Hemos podido comprobar a lo largo de nuestro trabajo
que la admisión de regímenes identificados con la noción

de “situaciones objetivas" es una cuestión sumamente deli-

cada: en primer lugar, el concepto se ubica en la esfera de la

legislación internacional por la cual puede sostenerse que
instrumentos concluidos por una mayoría tienen fuerza

obligatoria para la minoría. En segundo término. y como

fuera resaltado a propósito de la descripción de estos regi-
menes. ellos vienen a recoger cuestiones que pueden califi-

carse como puntos neurálgicos del derecho internacional.

Por fin, una serie de temas conexos complican su tipifica-
ción y encuadre jurídicos: así. el problema de la costumbre

internacional, del consentimiento implícito. de los derechos

reales y su reconocimiento por otros miembros de la comu-

nidad internacional.

No obstante, los regímenes objetivos son. sin duda. una

realidad en el derecho internacional. Los Estados pueden,
mediante tratado, crear un estado de cosas válido erga om-

nes. lo cual constituye una práctica internacional estable-

cida que es, como afirmara Briggs en el seno de la CDI, de

lea: lata.

s- Naciones Unidas. Anuario de la cm. vol. 1. p. 109.

ll. Leccionn y Ensayos.
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En dicho contexto se ubica el sistema creado a partir del
Tratado Antártico de 1959, que implicó la sustracción del te-

rritorio de la guerra fría con dos propósitos básicos: preser-
var la zona del conflicto Este-Oeste y priorizar la coopera-
ción en la investigación científica respecto de cualquier otro

tipo de actividad en el continente. El régimen, por cierto.
ha evolucionado. observación que importa receptar indica-
dores a un tiempo internos y externos. Por un lado. y aún

subsistiendo un sistema de absoluta coordinación, se ha
abierto paso otro subsistema que bien puede calificarse

como de cuasisubordinación, a lo que se agrega el tránsito
del principio de unanimidad al de consenso para la toma de
decisiones en las reuniones consultivas. En cuanto a los
factores externos, el papel del continente antártico en el sis-
tema internacional ba sido el epicentro de una revisión pro-
funda que, sin embargo, no obedece a un cuestionamiento

del régimen en si. sino a1 gradual desarrollo de la importan-
cia estratégica de ese territorio (lo cual alude tanto al aspecto
de control de comunicaciones interoceánicas. a la repercu-
sión de los conflictos latentes en el Atlántico Sur y, muy

particularmente, al control de una zona pródiga en recursos

naturales de inapreciable valor).
Es así como, en el actual momento histórico, los Estados

partes del sistema antártico soportan las ya aludidas presio-
nes externas en un parcial estado de indefensión al que.
también nos refiriéramos: la doctrina internacional sigue re-

sistiendo el concepto de regímenes objetivos. Con lo que.

creemos, desconoce que la problemática que dicha noción

recoge -muy singularmente, la desmilitarización y neutrali-

zación de territorios- no pertenece excluyentemente al pa-
sado siglo, como intentáramos demostrar mediante el análi-

sis cronológicamente progresivo de nuestro apartado 3.

La definitiva solución, pues, abriga su esperanza en la

sana conciencia jurídica, aquella para la cual no existen zo-

nas vedadas de la realidad. Mientras tanto, doctrinarios y

juristas. por cíclica anteposición de su temor histórico o su

condena, resultarán impensados corresponsables ante la au-

sencia del marco jurídico necesario para la adecuada regula-
ción del fenómeno internacional.
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Il. NECESIDAD DE SU PBESERVACIÓN
PARA SALVAGUARDA DE LA PAZ MUNDIAL

1. ¡Innovación

En 1959, en plena guerra fría. fueron invitados a partici-
par en el Tratado Antártico todos los paises con manifiestos

' Alumno de 6° ano de la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales de

la Universidad de Buenos Aires.


